STJSL-S.J. – S.D. Nº 052/20.-

--En la Provincia de San Luis, a seis días del mes de abril de dos mil veinte, se reúnen en Audiencia Pública los Señores Ministros Dres. CARLOS ALBERTO COBO, MARTHA RAQUEL CORVALÁN – Llamado a integrar el Dr. FEDERICO OSVALDO LUCERO GAGLIARDI, Miembros del SUPERIOR TRIBUNAL DE JUSTICIA, para dictar sentencia en los autos: “GIL, LUCIANO JOEL c/ QUICKFOOD S.A. Y OTRO s/ COBRO DE PESOS – LABORAL RECURSO DE CASACIÓN” – IURIX EXP Nº 256496/13.
Conforme al sorteo practicado oportunamente, con arreglo a lo que dispone el artículo 268 del Código Procesal, Civil y Comercial, se procede a la votación en el siguiente orden: Dres. CARLOS ALBERTO COBO, MARTHA RAQUEL CORVALÁN y FEDERICO OSVALDO LUCERO GAGLIARDI. 

Las cuestiones formuladas y sometidas a decisión del Tribunal son:

I) ¿Es procedente el recurso de inconstitucionalidad planteado?

II) En su caso, ¿qué resolución corresponde dictar?

III) ¿Cuál sobre costas?

IV) ¿Es formalmente procedente el recurso de casación?

V) ¿Existe en la sentencia recurrida alguna de las causales enumeradas en el art. 287 del CPC y C?

VI) En caso afirmativo de la cuestión anterior, ¿cuál es la ley a aplicarse o la interpretación que debe hacerse de la ley en el caso en estudio?

VII) ¿Qué resolución corresponde dar al caso en estudio?

VIII) ¿Cuál sobre las costas?

A LA PRIMERA CUESTIÓN, el Dr. CARLOS ALBERTO COBO, dijo: 1) Que en fecha 17/12/2018, mediante ESCEXT N° 10693808, la parte actora interpuso recurso de queja por recurso extraordinario de inconstitucionalidad denegado por la Cámara Civil, Comercial, Minas y Laboral N° 2 de la Segunda Circunscripción Judicial (actuación Nº 10588527 del 04/12/18).

Que en fecha 25/06/2019 mediante S.I. N° 200/19, actuación N° 11912114, el Superior Tribunal hizo lugar a la Queja y concedió el Recurso de Inconstitucionalidad por la causal no reglada de arbitrariedad de sentencia, sin perjuicio de lo que se resolviere en oportunidad del dictado de la sentencia definitiva.
2) Que el Recurso Extraordinario de Inconstitucionalidad, que luce en ESCEXT N° 8258702, de fecha 21/11/2017, se dedujo contra la Sentencia Definitiva N° 205/2017 del 31/10/17 (actuación N° 8123441), dictada por antes mencionada Cámara, que en lo esencial confirmó en lo principal la sentencia de primera instancia, que a su turno había hecho lugar parcialmente a la demanda y condenado a la demandada a abonar al actor la suma de PESOS TRESCIENTOS OCHENTA y UNO CON OCHENTA y TRES CENTAVOS ($ 381,83.-) más intereses; en tanto que había desestimado el resto de las pretensiones del actor.
3) El recurrente criticó la sentencia por no haber analizado con profundidad la cuestión en debate, dijo que la misma cuenta con una fundamentación aparente, por lo que se atenta gravemente contra la garantía constitucional de propiedad, defensa en juicio y debido proceso, puesto que con tal decisorio se le ha frustrado al actor la pretendida indemnización generada a partir de la vulneración de sus derechos laborales.
Como antecedentes destacó: «…el actor fue contratado por una empresa de servicios eventuales (ADECCO S.A.), para prestar servicios de modo diario, normal, habitual e ininterrumpido en la planta de QUICKFOOD S.A./ MARFRIG ARGENTINA S.A., afectado a tareas propias de producción, ajenas a toda eventualidad, por lo que a no dudarlo estamos frente al supuesto contemplado por el art. 29 de la L.C.T., en claro fraude a la ley (art. 14 de la LCT), siendo el real empleador del actor la demandada y no la interpósita persona: ADECCO S.A. Con la prueba producida, no cabe duda alguna que el actor prestó servicios de modo diario, habitual, ininterrumpido y en tareas propias de producción de QUICKFOOD/MARFRIG, lo que incluso tuvieron por acreditado tanto (la) Excma. Cámara como el Juez de primera instancia, tal lo reconocen en los considerandos de sus fallos, no obstante lo cual dejaron de lado la aplicación del art. 14 de la LCT de modo completamente arbitrario, pues es claro que en el presente supuesto se ha usado una empresa de servicios eventuales para una interposición fraudulenta, lo que no ha sido advertido por el Juez de primera instancia sosteniendo absurdamente que “se da una intermediación permitida por ley” (sic). De allí que haya resultado acertado el accionar del actor, cuando al impedírsele el ingreso a planta, intimara a su real empleador y no a la interpósita persona, a que le aclarara su situación y lo registrara debidamente como su empleado, bajo apercibimiento de darse por despedido de modo indirecto, lo que luego se concretó ante la respuesta negativa recibida».
Agregó: «En los considerandos de la sentencia atacada, textualmente se analiza de la siguiente manera: “Cierto es, que conforme las constancias de autos, el actor trabajó desde el inicio de su contratación por ADECCO S.A. únicamente en QUICKFOOD cumpliendo tareas ordinarias, normales y habituales, propias de la empresa, que se ha demostrado que no se contrató para cubrir eventualidad, que la eventualidad en la contratación del actor a favor de QUICKFOOD/MARFRIG, estaba a cargo probar por la demandada, quien no contestó la demanda y que se contrata para prestar servicios como trabajador permanente en tareas habituales y por todo ello se extralimitaron en las condiciones de eventualidad que marca el del art. 6º Dto. 1694/2006, correspondiendo en tal sentido hacer extensiva la responsabilidad por aplicación del art. 29 LCT, por violación al Dto. que las regula” (sic)».
Añadió que luego de tal razonamiento la Cámara concluyó inexplicablemente que el despido indirecto efectuado por el dependiente es improcedente porque el trabajador no puede pretender ser registrado como empleado de QUICKFOOD/MARFRIG, porque ya estaba registrado como empleado de ADECCO S.A. 
Destacó que ese discurrir no tiene en cuenta el probado fraude a la ley que la misma Cámara admite, pese a lo cual el Tribunal sostiene que el trabajador no podría pretender que su real empleador lo registre como empleado. Insistió sobre la arbitrariedad que constituye que se tenga por sentado el fraude a la ley y que al mismo tiempo se le niegue el derecho al actor de exigir su correcta registración.
Asimismo transcribió el siguiente párrafo de la sentencia en crisis: “En otras palabras el actor, intima a la registración a Quickfood y con ello excita un motivo de injuria para darse por despedido, cuando la sola intimación para que se le aclare la relación, ante la prohibición al acceso de la fuente de trabajo hubiera bastado para darse por injuriado y hacer efectivo el despido indirecto, y hacerla responsable a las dos…”.
Replicó que dicha afirmación también denota la acusada arbitrariedad, ya que las causales invocadas por el empleado para darse por despedido fueron dos: la falta de registración como empleado de QUICKOOD/MARFRIG, y la falta de aclaración de su situación laboral ante la negativa de ingreso al trabajo, lo que puede verse en telegrama de fecha 08/03/2012, según aseguró.
Afirmó que el telegrama de despido hizo efectivo el apercibimiento ante el silencio de la demandada frente a las dos pretensiones del trabajador, la correcta registración y la aclaración de su situación laboral por impedimento de la fuente habitual de trabajo.
De otra parte, alegó que el fallo es arbitrario por haber hecho un análisis incorrecto de la situación fáctica que precedió al despido, lo que llevó al Tribunal a aceptar que ha habido una “intermediación permitida por ley”.
En el mismo orden de ideas puntualizó que está probado que el actor desde el inicio de su contratación por ADECCO S.A. trabajó “únicamente” en la planta de QUICKFOOD/MARFRIG por más de diez meses ininterrumpidamente -salvo el período de licencia por accidente de trabajo- de forma diaria, normal y habitual, asignado a tareas de producción, recibiendo órdenes directas del personal de la empresa demandada, quienes controlaban el ingreso y egreso a planta -conf. testimoniales de fs. 86 y vta. y 88 y vta.- Que dicha circunstancia descarta que la contratación se haya orientado a cubrir alguna eventualidad.
Que la contratación por QUICKFOOD/MARFRIG a través de ADECCO S.A., no responde a ninguno de los casos de eventualidad permitidos por el art. 6 del Decreto N° 1694/2006, lo que ha constituido una contratación fraudulenta. En todo caso la demandada no probó la existencia de alguna causa que permitiese la contratación eventual, cuando estaba a su cargo hacerlo. En consecuencia, en el caso no se puede hablar de “intermediación permitida por ley”.
Por ello, debe encuadrarse la situación en el art. 14 LCT y aplicarse las disposiciones del art. 29 LCT, resultando el actor empleado directo de quien se favoreció con su prestación.
Derivativamente la negativa de la demandada a la registración laboral y a aclarar situación laboral, ha provocado injuria suficiente para justificar el despido indirecto, según concluyó. 
Citó doctrina y criticó la sentencia de primera instancia.
Reprochó que la Cámara no haya atendido su agravio de apelación relativo a que el Juez de primera instancia sostuvo que si se pretendía la aplicación de la primera parte del art. 29 LCT debió denunciarse el fraude afirmando que no había eventualidad, lo que no hizo el actor, por lo que la respuesta de QUICKFOOD de dirigirse a ADECCO S.A. resulta acertada.

Replicó que esa argumentación no resiste el análisis. Que basta leer el telegrama dirigido a QUICKFOOD en fecha 08/03/12 para que quede claro que se está denunciando el fraude.
Atribuyó a los jueces haber decidido sólo conforme a su voluntad, para luego buscar las normas que les permitieran subsumir su decisión, lo que hace arbitrario el fallo; e insistió en que resulta absurdo que se haya tenido por acreditado el fraude, para luego decir que el actor no puede pretender que lo registrara quien era su real empleador, lo que también luce acreditado.
4) Corrido el traslado, la contraria no contestó, por lo que se le dio por perdido el derecho de hacerlo, tal como puede verse en el decreto de fecha 01/10/2018 (actuación N° 10115659).

5) Que en fecha 24/09/2019 -actuación N° 12561754- dictaminó el Procurador General, quien en lo medular expresó: “…entiendo NO ha sido armónica la solución a la que se arribara, toda vez que la relación del trabajador con la empresa ha distado de ser eventual, y tal evaluación se desprende de los argumentos de la Cámara, mas ese Tribunal entra en contradicción con la resolución final a la que arriba»; por lo que con base en abundantes citas doctrinales y jurisprudenciales”, concluyó: “…sobre la base de los razonamientos transcriptos, que hago propios, y que me permiten arribar a la conclusión de que el REI debe prosperar en lo que refiere al agravio relativo a la configuración de la causa del despido, hallando razón en la configuración de los agravios constitucionales expuestos por el trabajador”. 
6) Para circunscribir el ámbito del ataque recursivo, debo recordar que el auto interlocutorio STJSL–SJ–S.I. N° 200/19 del 25/06/19 que admitió la Queja y concedió el Recurso Extraordinario de Inconstitucionalidad local, lo hizo sólo por la causal de arbitrariedad de sentencia, tal como puede verse en el punto I) de la resolución referida, de fecha 25/06/2019 (actuación N° 11912114), de modo que de prosperar el tratamiento de los agravios por arbitrariedad, no habría en rigor, sentencia propiamente dicha, tal como lo ha dicho la CSJN en Fallos: 312:1034; 318:189; 319:2264, entre muchos otros.

7) De la lectura de la sentencia en crisis no puede sino concluirse, de consuno con lo advertido por el Procurador General, que la pieza judicial patentiza, de una parte, contradicción y, de otra, deficiente fundamentación para concluir de la manera en que lo hizo.
Es que lo términos enfáticos que utiliza para precisar cuáles son las circunstancias relevantes de la causa que se encuentran acreditadas -que abonarían las pretensiones de la parte actora-, no tuvieron un cauce interpretativo adecuado, suficiente y razonable que permita admitir que en el caso corresponde apartarse de las consecuencias propias a que debería conducir la base fáctica admitida por la Cámara.
Obsérvese que sin ambages los Camaristas comenzaron el tratamiento de la materia propuesta en apelación con las siguientes afirmaciones sobre las constancias procesales: “Cierto es, que conforme las constancias de autos, el actor trabajó desde el inicio de su contratación por ADECCO S.A. únicamente en QUICKFOOD cumpliendo tareas ordinarias, normales y habituales, propias de la empresa, que se ha demostrado que no se contrató para cubrir eventualidad, que la eventualidad en la contratación del actor a favor de QUICKFOOD/MARFRIG, estaba a cargo probar por la demandada, quien no contestó la demanda y que se contrata para prestar servicios como trabajador permanente en tareas habituales y por todo ello se extralimitaron en las condiciones de eventualidad que marca el (…) art. 6° Dto. 1694/2006, correspondiendo en tal sentido hacer extensiva la responsabilidad por aplicación del art. 29 LCT, por violación al Dto. Que las regula”.
Difícilmente se pueda lograr mayor contundencia para determinar los extremos fácticos de un caso, a la luz de los cuales la consecuencia jurídica aplicable parece ineludible, tal como los Jueces de Cámara también reconocieron al decir que: “…dados los supuestos fácticos indubitados corresponde hacer extensiva la responsabilidad por aplicación del art. 29 –primera parte- de la Ley de Contrato de Trabajo, por violación al régimen de eventualidad”.
Es que si se descarta cualquier situación de eventualidad en razón del tipo de tareas desarrolladas por el dependiente, puesto que el mismo ha cumplido “…tareas ordinarias, normales y habituales, propias de la empresa…” y se lo ha contratado “…para prestar servicios como trabajador permanente en tareas habituales”; teniendo en cuenta, además, el tiempo transcurrido en ellas y la afectación exclusiva a la empresa usuaria “…el actor trabajó desde el inicio de su contratación por Adecco SA únicamente en QUICKFOOD…”.

Que se reconoce, casi con redundancia por un lado “…que se ha demostrado que no se contrató para cubrir eventualidad”, y por otro, que en todo caso era la demandada quien debía probar la naturaleza eventual de las tareas efectuadas por el actor –“…la eventualidad en la contratación del actor a favor de Quickfood/MARFRIG, estaba a cargo probar por la demandada…” y no lo hizo, puesto que la accionada “…no contestó la demanda”.
No puede no concluirse que, ante la violación del régimen de eventualidad –“…se extralimitaron en las condiciones de eventualidad que marca el (…) art. 6° Dto. 1694/2006…”- se impone hacer efectiva la responsabilidad de la demandada en virtud de lo establecido en el art. 29 de la LCT – “…correspondiendo en tal sentido hacer extensiva la responsabilidad por aplicación del art. 29 LCT, por violación al Dto. que las regula”-.
Sin embargo, los Camaristas se apartan del propio derrotero argumental descripto, y, consecuentemente, en lo principal, no hacen lugar a la apelación de la actora recurrente, por lo que parecería un defecto en la causa invocada por el trabajador para hacer procedente el despido indirecto.
Los Camaristas dijeron que el despido careció de justa causa, porque el trabajador erró al intimar la registración ante QUICKFOOD/MARFRIG, cuando ya se encontraba registrado ante ADECCO S.A., teniendo en cuenta que la doble registración resulta imposible.
Precisaron que al intimar la registración a QUICKFOOD el empleador excitó un motivo de injuria para darse por despedido, que los Camaristas consideraron ineficaz en razón de la imposibilidad de doble registración. 
Y aclararon que hubiese procedido el despido indirecto con el pedido de aclaración de situación laboral ante la prohibición de ingreso al trabajo, -“…lo que hubiera bastado para darse por injuriado y hacer efectivo el despido indirecto…”- para hacer responsables a las dos empresas intervinientes: ADECCO S.A. y QUICKFOOD/MARFRIG.
Que al así discurrir, parece perderse de vista que en la primera misiva del trabajador ya se denuncia una posible situación defraudatoria de los derechos de éste, en virtud de la cual se impele la correcta registración: “…me considero empleado directo de Uds. manteniendo mi fuerza laborativa a v/favor, sostener lo contrario implicaría un supuesto de cesión o contratación de dudosa validez y legalidad (posiblemente fraudulento); por todo ello les intimo por el plazo de 48 hs. procedan asumir regularizar debidamente mi registración…” (CD 22512209-3, del 08/03/2012).
En la primera respuesta QUICKFOOD S.A. invoca la pertenencia del trabajador a la empresa proveedora de personal temporario, lo que implica el sometimiento del reclamante al régimen de eventualidad, circunstancia que debió –una vez producido el despido indirecto y judicializado el diferendo- ser acreditada en el proceso, pero, tal como lo destacaron los Camaristas, no se hizo, por incomparecencia de la demandada.
Es decir, no basta la mera indicación de que el trabajador ha sido proveído por una empresa de servicios eventuales, y que como tal pertenece a dicha empresa, sino que una vez contradicha la situación jurídica invocada, se impone la prueba de la legitimidad de la situación de eventualidad, de conformidad con lo establecido por las normas que la regulan.
“La relación con el personal enviado por una empresa de servicios eventuales por sí no legitima el carácter eventual de la misma, si no se dan los supuestos a que se refiere el ordenamiento legal (lo que, atento su carácter de excepción, debe ser interpretado en forma restrictiva), esto es: la eventualidad o excepcionalidad de las tareas, y la duración de la causa que diera origen al contrato, no pudiendo exceder de seis meses por año y hasta un máximo de un año en un período de tres. En este punto, parte de la doctrina y jurisprudencia entiende claro que, de no cumplirse con este recaudo, la relación anudada entre el trabajador y quien recibe el servicio, es de carácter directa y permanente, sin perjuicio de la responsabilidad que le cabe a la intermediaria”. (Cfr. Corte Suprema de Justicia, Santa Fe, Rossia vs. Cotecsud s.a.s.e. y otros – Cobro de pesos – Recurso de Inconstitucionalidad, 29/06/2010).
Incluso la aclaración hecha por los Jueces sobre lo que hubiese correspondido para hacer legítimo el despido indirecto, referida a que, ante la prohibición de ingreso, bastaba el simple pedido de aclaración de la situación laboral, no tiene en cuenta constancias de la causa. En concreto el telegrama de fecha 08/03/2012, en el que si bien se intima regularización, también se urge la mentada aclaración de situación laboral: “…intimo por el plazo de 48 hs. procedan asumir regularizar debidamente mi registración como asimismo a aclarar mi situación laboral, bajo apercibimiento…”.
De otra parte no se ha argumentado un cambio en la causa invocada como motivo del distracto para no receptar las pretensiones actoras, a pesar de tener por verificada la violación al régimen de eventualidad, ni como este cambio habría vulnerado el derecho de defensa de la demandada. 

Es que el art. 243 LCT –norma que no ha fundado la decisión de los Camaristas, puesto que no se menciona en la sentencia- permite disociar en cierto modo la existencia misma de los motivos rupturistas en los que se pretende fundar la “justa causa”, de la comunicación de estos. Porque pudiendo existir con entidad suficiente los primeros, si no se precisan adecuadamente en la misiva no podrá considerarse justificado el despido, ni repararse el yerro en un eventual proceso judicial posterior. Tampoco se permite la modificación de la causal expuesta en la demanda en relación a la invocada en la misiva que comunica el distracto (directo o indirecto).
En consecuencia, probada en el caso la extralimitación del régimen de eventualidad, tal como lo consideraron los Camaristas se impone la aplicación de la consecuencia jurídica que el ordenamiento jurídico específico contempla, la transformación de la relación laboral en un contrato de trabajo por tiempo indeterminado; caso contrario se estaría cohonestando la fractura lógica de la sentencia que pretende disociar las constancias fácticas de la consecuencia jurídica preestablecida, sin que se haya argumentado razonablemente ni suficientemente la situación de excepción.
“Se encuentra configurado el vicio de autocontradicción que torna arbitraria la sentencia de Cámara, en tanto se sostuvo que no se encontraban reunidos los requisitos para tener por conformado un contrato de trabajo eventual; y, no obstante ello, se efectuó un análisis de la pretensión aplicando un esquema que las disposiciones mencionadas establecen para los casos de normalidad en los que el contrato eventual se desarrolla en cumplimiento de la ley. Es decir, la fractura lógica de la sentencia de Cámara se produce al disociarse la causa fáctica (violación por parte de la usuaria de las normas que rigen esta modalidad de contratación) de su consecuencia jurídicamente establecida (en el caso, la transformación de la relación laboral que une a la usuaria con la trabajadora en un contrato de trabajo por tiempo indeterminado, y la responsabilidad solidaria entre empleadora y usuaria respecto de todas las obligaciones laborales). Esta irreductible incongruencia interna en el pronunciamiento la deja desprovista de fundamento y la torna ininteligible al punto tal de descalificarla como acto jurisdiccional válido”. (cfr. Corte Suprema de Justicia, Santa Fe, fallo cit.).
Por todo lo expuesto, advierto configurada en la especie la causal de arbitrariedad alegada, a causa de que la sentencia de segunda instancia no constituye derivación razonada del derecho vigente (Fallos: 238:550, 318:920, 322:2880), aplicable a las circunstancias comprobadas de la causa (Fallos: 311:2120; 316:379; 333:1273, entre muchos otros) en el marco del desarrollo antecedente, y, en consecuencia, los fundamentos dados en la sentencia de Cámara son meramente aparentes (Fallos: 312:1635 y 1953, 313:751, 315:119), por lo que el recurso en análisis debe prosperar.
En consecuencia, VOTO a la PRIMERA CUESTIÓN por la AFIRMATIVA.
Los Señores Ministros, Dres. MARTHA RAQUEL CORVALÁN y FEDERICO OSVALDO LUCERO GAGLIARDI, comparten lo expresado por el Sr. Presidente, Dr. CARLOS ALBERTO COBO y votan en igual sentido a esta PRIMERA CUESTIÓN.

A LA SEGUNDA CUESTIÓN, el Dr. CARLOS ALBERTO COBO, dijo: Que en atención a lo votado en la cuestión anterior, corresponde: I) Hacer lugar al Recurso Extraordinario de Inconstitucionalidad planteado, por la causal no reglada de arbitrariedad de sentencia, y en consecuencia anular la Sentencia Definitiva N° 205/2017 (actuación N° 8123441, de fecha 31/10/2017) dictada por la Cámara Civil, Comercial, Minas y Laboral N° 2 de la Segunda Circunscripción Judicial. II) Bajar las actuaciones para que por medio de un Tribunal hábil se dicte nuevo pronunciamiento de acuerdo a los lineamientos establecidos en el presente. Ofíciese a sus efectos. ASÍ LO VOTO.

Los Señores Ministros, Dres. MARTHA RAQUEL CORVALÁN y FEDERICO OSVALDO LUCERO GAGLIARDI, comparten lo expresado por el Sr. Presidente, Dr. CARLOS ALBERTO COBO y votan en igual sentido a esta SEGUNDA CUESTIÓN.

A LA TERCERA CUESTIÓN, el Dr. CARLOS ALBERTO COBO, dijo: Costas de la instancia extraordinaria se imponen a la parte demandada, arts. 68 y 69 del CPC y C. ASÍ LO VOTO.

Los Señores Ministros, Dres. MARTHA RAQUEL CORVALÁN y FEDERICO OSVALDO LUCERO GAGLIARDI, comparten lo expresado por el Sr. Presidente, Dr. CARLOS ALBERTO COBO y votan en igual sentido a esta TERCERA CUESTIÓN.

A LA CUARTA CUESTIÓN, el Dr. CARLOS ALBERTO COBO, dijo: 1) Que contra la Sentencia Definitiva N° 205/2017 (actuación N° 8123441, de fecha 31/10/2017) dictada por la Cámara Civil, Comercial, Minas y Laboral N° 2 de la Segunda Circunscripción Judicial, la parte actora también interpuso Recurso de Casación el 08/11/2017 (ESCEXT N° 8192529) que fundó el 21/11/2017 (ESCEXT N° 8258700).
2) Corrido el traslado, la contraria respondió el 15/12/2017 (ESCEXT N° 8422509), y el Tribunal lo tuvo por contestado en tiempo y forma en Auto Interlocutorio N° 147/2018 (actuación N° 9393188, de fecha 12/06/2018).
3) Que en fecha 18/02/2019 se pronunció el Procurador General, en actuación N° 10935524, quien dictaminó en lo medular que: “…no se encuentran configurados los presupuestos señalados en el art. 287 CPCyC, por lo que corresponde desestimar el recurso articulado…”.
4) Que, de la evaluación de los recaudos formales se observa que el recurso luce temporáneo y que en virtud de la excepción expresa contenida en el artículo 290 del CPC y C, el recurrente se encuentra eximido de abonar el depósito exigido ordinariamente como requisito de admisibilidad del recurso de casación, toda vez que el recurrente inviste la calidad de empleado o trabajador.

Por otro lado se pretende la casación de una sentencia definitiva emanada de Cámara de Apelación, en cumplimiento de lo preceptuado por el art. 286 del CPC y C.

En consecuencia, debe considerarse en este estudio preliminar y en mérito a lo dispuesto por el inc. a) del art. 301 CPC y C, que el recurso articulado deviene formalmente admisible.

Por lo expuesto, VOTO a esta PRIMERA CUESTIÓN por la AFIRMATIVA.

Los Señores Ministros, Dres. MARTHA RAQUEL CORVALÁN y FEDERICO OSVALDO LUCERO GAGLIARDI, comparten lo expresado por el Sr. Presidente, Dr. CARLOS ALBERTO COBO y votan en igual sentido a esta CUARTA CUESTIÓN.

A LA QUINTA, SEXTA Y SÉPTIMA CUESTIÓN, el Dr. CARLOS ALBERTO COBO, dijo: 1) Que, no obstante la evaluación sobre los aspectos formales del recurso, en atención a la procedencia del Recurso Extraordinario de Inconstitucionalidad provincial, de conformidad con las tres primeras cuestiones tratadas, no corresponde el tratamiento sustancial del Recurso de Casación. ASÍ LO VOTO.
Los Señores Ministros, Dres. MARTHA RAQUEL CORVALÁN y FEDERICO OSVALDO LUCERO GAGLIARDI, comparten lo expresado por el Sr. Presidente, Dr. CARLOS ALBERTO COBO y votan en igual sentido a estas QUINTA, SEXTA y SÉPTIMA CUESTIÓN.

A LA OCTAVA CUESTIÓN, el Dr. CARLOS ALBERTO COBO, dijo: Costas por su orden. ASÍ LO VOTO.
Los Señores Ministros, Dres. MARTHA RAQUEL CORVALÁN y FEDERICO OSVALDO LUCERO GAGLIARDI, comparten lo expresado por el Sr. Presidente, Dr. CARLOS ALBERTO COBO y votan en igual sentido a esta OCTAVA CUESTIÓN.

Con lo que se da por finalizado el acto, disponiendo los Sres. Ministros la Sentencia que va a continuación:

San Luis, seis de abril de dos mil veinte.

Y VISTOS: En mérito al resultado obtenido en la votación del Acuerdo que antecede, SE RESUELVE: I) Hacer lugar al Recurso Extraordinario de Inconstitucionalidad planteado, por la causal no reglada de arbitrariedad de sentencia, y en consecuencia anular la Sentencia Definitiva N° 205/2017 (actuación N° 8123441, de fecha 31/10/2017) dictada por la Cámara Civil, Comercial, Minas y Laboral N° 2 de la Segunda Circunscripción Judicial. II) Bajar las actuaciones para que por medio de un Tribunal hábil se dicte nuevo pronunciamiento de acuerdo a los lineamientos establecidos en el presente. OFÍCIESE a sus efectos. 
II) Costas de la instancia extraordinaria se imponen a la parte demandada, arts. 68 y 69 del CPC y C.

III) Rechazar el Recurso de Casación por no corresponder el tratamiento sustancial.

IV) Costas por su orden.

REGÍSTRESE y NOTIFÍQUESE.

No firma la Dra. LILIA ANA NOVILLO, por encontrarse excusada. 

La presente Resolución se encuentra firmada digitalmente por los Sres. Ministros del Superior Tribunal de Justicia, Dres. CARLOS ALBERTO COBO, MARTHA RAQUEL CORVALÁN y FEDERICO OSVALDO LUCERO GAGLIARDI, en el sistema de Gestión Informático del Poder Judicial de la Provincia de San Luis.-
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